
1 
 

Tauramena, enero 11  de 2022 
 
Señor 
JUEZ   
E. S. D. 
 
 
REFERENCIA: ACCION DE TUTELA 
ACCIONANTE: DARQUI LUSAI TORRES MENDOZA en representación de 
SEBASTIAN MEDINA TORRES 
ACCIONADOS: JUZGADO 01 PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE 
MONTERREY CASANARE 
Y INSTITUTO COLMBIANO DE BIENESTAR DE FAMILIAR- REGIONAL 
CASANARE. 
 
 
DARQUI LUSAI TORRES MENDOZA, identificada como aparece al pie de mi 
correspondiente firma, residente en Tauramena Casanare y actuando en 
representación de mi hijo menor de edad SEBASTIAN MEDINA TORRES, 
identificado con R.C. No 1.029.661.375 con fundamento en el artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia, Decreto Ley 2591 de 1991 art. 42 núm. 2,4 y 
demás normas pertinentes, formulo ante usted ACCION DE TUTELA contra 
JUZGADO 01 PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE MONTERREY CASANARE, 
para que se me garantice por parte de Estado Colombiano  los derechos 
fundamentales: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la 
libre expresión de su opinión, al negar la adopción paterna por parte de mi difunto 
esposo SALVADOR GUTIERREZ PEREZ  a nuestro hijo SEBASTIAN MEDINA 
TORRES. 
En subsidio de lo anterior ACCION DE TUTELA contra INSTITUTO COLOMBIANO 
DE BIENESTAR FAMILIAR, para que se me garantice por parte de Estado 
Colombiano  los derechos fundamentales: la vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 
familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión, al negar la certificación de idoneidad 
requerida para subsanar el proceso de adopción paterna por parte de mi difunto 
esposo SALVADOR GUTIERREZ PEREZ  a nuestro hijo SEBASTIAN MEDINA 
TORRES. 
 

I. HECHOS 
 

1.) DARQUI LUSAI TORRES MENDOZA, madre biológica del menor 
SEBASTIAN MEDINA TORRES, este último nació el día 17 de mayo de 2006. 

2.) SEBASTIAN MEDINA TORRES, fue registrado el 18 de mayo de 2006 con 
el nombre de SEBASTIAN TORRES MENDOZA, como costa en el registro civil de 
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nacimiento (No. 1) que se adjunta, su padre biológico URIGELLER MEDINA BELLO, 
hizo reconocimiento de paternidad con posterioridad, como consta en el  registro 
civil (No. 2) que se adjunta, hecho del cual nunca se notificó a la madre, ni por parte 
del padre biológico, ni por parte de la registraduría, y por lo cual el menor llego hasta 
el 2013, identificándose como aparecía en su registro inicial SEBASTIAN TORRES 
MENDOZA. 

3.) DARQUI LUSAI TORRES MENDOZA, inicie convivencia conyugal con 
SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ el día 3 de febrero de 2007, fecha a partir de la 
cual  fue mi cónyuge SALVADOR GUTIERREZ PEREZ, quien hizo las labores de 
padre de una manera esmerada, amorosa y ejemplar. 

4.) Luego de más de dos años de unión libre DARQUI LUSAI TORRES 
MENDOZA, contraje matrimonio por rito católico con SALVADOR GUTIÉRREZ 
PÉREZ, identificado con número de cédula 9.534.089, en el municipio de 
Tauramena Casanare, el día 29 de diciembre de 2009, el cual fue registrado ante la 
registraduría civil de Tauramena, así consta en partida de matrimonio y registro civil 
de matrimonio que se adjuntan. 

5.) Junto con mi esposo concebimos un hijo dentro de nuestro matrimonio, 
llamado JUAN SALVADOR GUTIERREZ  TORRES, identificado con R.C. No 
1.118.551.165, que actualmente tiene 11 años, quien reconoce como su hermano 
mayor SEBASTIAN MEDINA TORRES, sin que haya recibido ningún trato 
presencial, si no en igualdad de amor y garantía de sus derechos en el seno del 
hogar. 

6.) Mi primer hijo menor SEBASTIAN MEDINA TORRES, y al cual represento 
para defensa de sus derechos fundamentales, creció bajo el cuidado, formación en 
valores, amor, cariño, respeto y manutención de mi esposo SALVADOR 
GUTIERREZ PEREZ. 

7.) Como resultado de la convivencia, el vínculo de afecto y crianza entre mi hijo 
SEBASTIAN y mi esposo SALVADOR, surgió entre ellos dos la necesidad de hacer 
los trámites necesarios para hacer efectivo y legal esa paternidad, sin embargo al 
recurrir a la registraduría nos enteramos que el menor tenía reconocimiento de su 
padre Biológico, hecho que hasta el momento era desconocido para nosotros como 
familia, ya que nadie nos notificó y el padre biológico nunca se acercó por ningún 
medio a nuestro hijo y tampoco a mí.  

8.) SEBASTIAN, mi hijo que para el 2015 ya tenía 9 años, sufrió una grave 
frustración, ya que no podía explicarse por qué ahora debía llamarse SEBASTIAN 
MEDINA TORRES, y no TORRES MENDOZA, como siempre había sido y menos 
GUTIERREZ TORRES, como realmente se sentía identificado. 

9.) De lo mencionado en el numeral anterior, no solo tienen conocimiento mi 
familia, es decir mis padres y hermanos, sino la familia de SALVADOR GUTIERREZ 
PEREZ, cualquiera de sus familiares cercanos, así mismo amigos cercanos y no tan 
cercanos pueden dar fe, del ejercicio como padre de familia en nuestro hogar, ya 
que no escatimaba en la formación de SEBASTIAN y JUAN SALVADOR, de esto 
también tienen pleno conocimiento nuestros vecinos, profesores de mis hijos y 
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padres de familia de los colegios en los que ha estudiado y los instructores a los 
deportes que han pertenecido y hacen parte. 

10.) Como padres de SEBASTIAN MEDINA TORRES, en mi caso biológica y 
para el caso de mi esposo por crianza, y dado que SALVADOR GUTIERREZ 
PEREZ había ejercido por más de diez (10) años su papel de padre amoroso, 
respetuoso, luego de años de consultas, en el año 2018 iniciamos los trámites 
legales y administrativos ante el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para el 
restablecimiento de los derechos del menor. 

11.) Es así como, mediante resolución No. 024 del 04 de marzo de 2019, expedida 
por el Defensor de Familia, se produjo la correspondiente declaración en situación 
de vulneración efectiva de sus derechos del menor SEBASTIAN MEDINA TORRES, 
identificado con R.C. No 1.029.661.375, así como imponer como medida definitiva 
de restablecimiento de sus derechos, la declaratoria de situación de adoptabilidad 
por vía paterna. 

12.) Dentro del proceso que adelanto el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, notifico por todos los medios al padre Biológico del menor, sin embargo la 
Entidad concluyo que no existió ningún interés o respuesta frente al proceso, razón 
por la cual dentro de la misma resolución se estableció la perdida de patria potestad, 
la cual fue notificada a la registraduría Nacional de Yopal, y anotada en la nota 
marginal del registro como consta en la copia del registro emitido con posterioridad, 
por lo cual al cesar esta paternidad, se dio vía libre a la adopción, por parte de 
conyugue y su padre de crianza, por vínculo afectivo, dice la resolución. 

13.) También en dicho proceso se pudo evidenciar que éramos idóneos para la 
adopción (vía paterna), puestos que llenábamos los requisitos exigidos tanto por la 
normatividad vigente, como morales, a tal punto que se puede evidenciar en el 
proceso y concepto dado por la Defensora de Familia del ICBF, el cual hace parte 
integral de esta Tutela y que se relaciona en el acápite de pruebas. 

14.) Antes de su fallecimiento, mi esposo SALVADOR GUTIERREZ PEREZ, 
había iniciado el Proceso Jurídico para la adopción de su hijo de crianza e hijo 
bilógico mío SEBASTIAN MEDINA TORRES, es de anotar que mi difunto esposo 
siempre manifestó en su núcleo familiar y demás seres queridos que una de las 
cosas que más anhelaba era que Sebastián tuviera su apellido, como se evidencio 
en todo el trámite administrativo y jurídico que se adelantó ante el INSTITUTO 
COLMBIANO DE BIENESTAR DE FAMILIAR- REGIONAL CASANARE, tanto en la 
seccional Villanueva como Yopal, así consta en los documentos que se adjuntan. 

15.) En virtud de lo anterior, el día 14 de enero de 2021 mi esposo otorgo poder 
amplio y suficiente a la abogada MARTHA LILIANA CAICEDO ADAN, notariado 
ante la registraduría única de Tauramena, para representarlo en el proceso de 
adopción, y fue así como ella presento ante el  JUZGADO 01 PROMISCUO 
FAMILIA CIRCUITO DE MONTERREY CASANARE, la solicitud de adopción. 

16.) Para nadie es un secreto la tragedia que ha sido la Pandemia por covid – 19 
para muchísimas familias del mundo y desde luego para Colombia, y nuestra familia 
desafortunadamente fue víctima de este letal virus y perdimos a cuatro (04) 
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miembros de nuestra familia entre ellas  a mi amado esposo SALVADOR 
GUTIERREZ PEREZ, perdida irrecuperable para mis hijos, para mí, que ocurrió el 
día 15 de junio de 2021. 

 

17.) El día 30 de julio el JUZGADO 01 PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE 
MONTERREY CASANARE corrió traslado para subsanar, solicitando una 
certificación actualizada de idoneidad del padre de crianza SALVADOR 
GUTIERREZ PEREZ, la cual se le requirió tanto vía telefónica como por correo 
electrónico al INSTITUTO COLMBIANO DE BIENESTAR DE FAMILIAR- 
REGIONAL CASANARE, la emisión de dicha certificación requerida por el juzgado, 
sin embargo no se allego en la forma que la requería por el ente judicial, si no 
manifestando que se tenía conocimiento de su fallecimiento, y manifestando: …” 
estaré atenta a informar lo pertinente en tanto se pudo establecer en vida la 
manifestación del solicitante ante el ICBF en cuanto a su voluntad de adoptar a 
SEBASTIÁN MEDINA TORRES.”, 

 

18.) Basado en lo anterior para el mes de agosto de 2021, el JUZGADO 01 
PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE MONTERREY CASANARE, resuelve: 
“rechazar la demanda de ADOPCIÓN presentada por SALVADOR GUTIÉRREZ 
PÉREZ, por no haberse subsanado en debida forma”. 

19.) Señor Juez la única entidad que tiene la facultad para emitir la 
CERITICACIÓN en las condiciones requeridas por el Juzgado es el INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR DE FAMILIAR- REGIONAL CASANARE, a pesar 
que esta última entidad emitió un correo como respuesta, no fue dada como 
certificación como lo exigía el juzgado; sin embargo en la respuesta indica: “si la 
autoridad judicial requiere que la suscrita certifique que proceso se adelantó ante el 
ICBF estaré atenta a informar lo pertinente en tanto se pudo establecer en vida la 
manifestación del solicitante ante el ICBF en cuanto a su voluntad de adoptar a 
SEBASTIÁN MEDINA TORRES.”, pero el Juzgado no la requirió para que se 
estableciera dicha certificación, a sabiendas que esta entidad tiene pleno 
conocimiento de todo nuestro proceso familiar, emocional, administrativo y legal:, 
además de ello que dentro de sus competencias y con el fin de establecer si 
procedía o no  la declaratoria de situación de adoptabilidad por vía paterna, en su 
momento tuvo cercanía con toda mi familia, entorno social por lo tanto es 
conocedora plena de la relación de mi esposo con mi hijo SEBASTIAN MEDINA 
TORRES. 

20.) No se entiende como el ICBF y Juzgado no llevaron a cabo entre ellos los 
requerimientos y certificaciones pertinentes para establecer lo que el juez requería 
y no trasladar dicha prueba a nuestra familia, que si bien es cierto fue tramitada por 
la apoderada abogada MARTHA LILIANA CAICEDO ADAN, en el momento de la 
subsanación, el ICBF solo emitió respuesta mediante correo y no certificación en 
las condiciones solicitadas por el Juzgado, este en aras de salvaguardar los 
derechos de mi hijo debió requerir directivamente al INSTITUTO COLMBIANO DE 
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BIENESTAR DE FAMILIAR- REGIONAL CASANARE y posterior a su respuesta si 
emitir fallo, ya que esto habría demostrado que mi difunto esposo siempre tuvo la 
voluntad, y no solo ello sino que realizó todos los actos que evidenciaban ser un 
excelente padre. 

21.) Por estos hechos actualmente mi hijo no cuenta con PADRE, ya que por los 
efectos de la resolución No. 024 del 04 de marzo de 2019 ceso la patria potestad 
de su padre Biológico y se encuentra en condición de adoptabilidad;  y por la ruptura 
del proceso de adopción no puede acceder a los derechos familiares, sociales y 
herenciales que se desprenden de las sucesiones de su padre SALVADOR 
GUTIERREZ PEREZ, de su abuelo SALVADOR GUTIERREZ UNIVIO y de su 
abuela MARIA PAULINA PEREZ, todos hechos lamentables pero ciertos para esta 
familia y para el menor en particular. 

22.) Cabe anotar que SALVADOR GUTIERREZ PEREZ, no tiene otros hijos 
además de mis dos menores hijos, y que ninguno de sus hermanos o familiares 
presentan oposición a la presente solicitud, al contrario, se encuentran en total 
disposición de corroborar ante cualquier instancia, esta manifestación de protección 
de Derechos de SEBASTIAN. 

23.) Finalmente, señor JUEZ, debe tenerse en cuenta que nuestro hijo 
SEBASTIAN, nunca ha usado el apellido MEDINA, ya que nos enteramos 
tardíamente del reconocimiento paterno y  apenas a partir de 2018, fecha en la cual 
tuvo que cambiar de tarjeta de identidad, se registró dicho apellido en sus 
documentos. y nos fue imposible seguir permitiéndole identificarse con su registro 
inicial de nacimiento; no porque nosotros le hayamos inculcado esto si no porque 
jamás fuimos notificados de ese reconocimiento de paternidad, y en todos sus 
registros académicos y Deportivos aparecía con su identificación inicial TORRES 
MENDOZA, razón por la cual aún no firma, ni escribe su nombre bajo la inscripción 
MEDINA, ocasionándose múltiples dificultades a la hora de adelantar tramites. 

 

24.)  Se deja salvedad como consta a lo largo del proceso de ICBF, que el menor 
siempre estuvo enterado que su padre SALVADOR, no era su padre BIOLOGICO, 
por eso el mismo participo dentro del proceso de restablecimiento de derechos 
como consta en los documentos del ICBF, manifestando también su deseo de 
formalizar y fortalecer su vínculo afectivo de crianza a través de la adopción. 

 

 

II. PETICIONES DE TUTELA. 
 

Por lo anteriormente expuesto, y teniendo en cuenta la magnitud del grave riesgo 
de violación de los derechos fundamentales de mi hijo, respetuosamente le solicito 
hacer las siguientes declaraciones: 
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PRIMERA: Sírvase Señor Juez declarar la violación de los  derechos fundamentales  
de mi hijo SEBASTIAN; tales como derecho a la: vida, la integridad física, la salud 
y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener 
una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, 
la recreación y la libre expresión de su opinión, todos conexos para el buen y libre 
desarrollo de mi hijo, quien siempre ha tenido como su padre a SALVADOR 
GUTIERREZ PEREZ, es la figura paterna que en los quince (15) años de vida ha 
conocido y que tendrá porque todo lo entregado, compartido perdurara de por vida. 
 
SEGUNDA: Sírvase ordenar se declaren nulas las actuaciones del JUZGADO 01 
PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE MONTERREY CASANARE, en las que 
requieren para subsanar y que, en esta, desde su pronunciamiento se cite 
directamente al INSTITUTO COLMBIANO DE BIENESTAR DE FAMILIAR- 
REGIONAL CASANARE, para que imita en debida forma la certificación requerida 
por el juzgado y de esta manera corrobore que mi esposo cumplía con todos los 
requisitos para adoptar a mi menor hijo SEBASTIAN MEDINA TORRES. 
 
TERCERO: De no anularse las actuaciones en la que se requiere para subsanar y 
el fallo que rechaza la demanda, ordenar al INSTITUTO COLMBIANO DE 
BIENESTAR DE FAMILIAR- REGIONAL CASANARE para que imita en debida 
forma la certificación requerida por el juzgado y de esta manera corrobore que mi 
esposo cumplía con todos los requisitos para adoptar a mi menor hijo SEBASTIAN 
MEDINA TORRES. 
 
CUARTO: De no ser posible las anteriores, en su elocuencia señor JUEZ, ordenar 
las actuaciones pertinentes a las entidades que correspondan para que mi menor 
hijo SEBASTIAN MEDINA TORRES, sea adoptado por SALVADOR GUTIERREZ 
PEREZ, tener su apellido y de esta forma garantizar todos sus derechos 
fundamentales y los que puede gozar, disfrutar como lo es una vida digna con las 
condiciones económicas, garantizar su estudio en este momento y a futuro, así 
como garantizar que pueda seguir participando en competencias del deporte que 
practica y que se ha destacado.  
 
 

III. DERECHOS  VIOLADOS 
 
De los hechos narrados se establece el grave riesgo de violación de mis derechos 
fundamentales tales como: son derechos fundamentales de los niños: la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y 
amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión 
consagrados en el artículo 44 de la Constitución Política, resaltando que gozarán 
también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en 
los tratados internacionales ratificados por Colombia. //La familia, la sociedad y el 
Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo 
armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede 
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exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. 
//Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 
 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la constitución política y sus Decretos 
Reglamentarios 2591 y 306 de 1992. Igualmente fundamentamos esta acción 
constitucional en los artículos 61 a 64, 68 y 124 de la Ley 1098 de 2006 y demás 
que le sean concordantes. 
 
El artículo 44 de la Constitución Política consagra como derechos fundamentales 
de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la 
libre expresión de su opinión.  

Por su parte el Código de la Infancia y la Adolescencia, reglamenta conceptos y 
procedimientos siempre en busca de garantizar el pleno desarrollo y 
acompañamiento que permitan tener a los niños, niñas y adolescentes como 
prioridad de la sociedad, del Estado y de la familia, aportando las herramientas para 
llevar a cabo tal fin. Lo anterior, es teniendo en cuenta que mi esposo en vida 
siempre le brindó  educación, recreación, amor, calidad de vida, acompañamiento 
en todo los deportes que desde niño y a la fecha ha practicado, no solo manifestaba 
su voluntad, sino que hacia actos que lo demostraban, tanto así, que inicio proceso 
de adopción como ya se expuso en los hechos y solo quería el mejor  para 
SEBASTIAN MEDINA TORRES, en todos sus aspectos  y brindarle todo lo que 
estuviera a su alcance para que él tuviera un buen crecimiento y desarrollo aun 
cuando él faltara. 

Es de anotar, que los artículos 8° y 9° del citado Código, se enfocan en preponderar 
la protección de los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes por parte 
de las autoridades administrativas y judiciales, que llegaren a conocer de algún 
conflicto en los que puedan versen afectados, debiendo aplicar la norma que le 
sea más favorable, por este motivo solicito su señoría, que con el propósito de 
favorecer en todos sus derechos de mi hijo menor SEBASTIAN MEDINA TORRES, 
se dé tramite en su despacho a las actuaciones procesales que sean necesarios 
para que se cumplan los deseos en vida del señor SALVADOR GUTIERREZ 
PEREZ Q.E.P.D. pues como se puede observar entre mi esposo y mi hijo 
SEBASTIAN MEDINA TORRES, compartieron hogar y se comportaron como familia 
por más de quince (15) años. Lo antes mencionado, puede ser corroborado en el 
trámite que adelantamos ante el ICBF. 

 

Por otra parte, la Declaración de los Derechos del Niño de 1959 se tiene establecido 
que: “El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y 
servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda 
desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 
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normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este 
fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior del 
niño”. SALVADOR GUTIERREZ PEREZ Q.E.P.D., mientras vivió siempre ofreció 
protección especial, oportunidades para que SEBASTIAN MEDINA TORRES se 
desarrollara física, mental, moral, espiritual y socialmente.  

Igualmente, el ámbito jurisprudencial, la Corte Constitucional ha definido las 
características de ese interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes, 
cuya razón de ser es la plena satisfacción de sus derechos. Y uno de esos derechos 
es el de gozar de un apellido, el cual le favorece en todos los sentidos al menor, ya 
que se obtendría parte de la herencia y con ella garantizar sus estudios superiores. 

En diversos pronunciamientos, ha señalado que el interés superior de los menores 
de edad es concreto y autónomo, pues solo se puede determinar a partir de las 
circunstancias individuales de cada niño; es relacional, porque adquiere relevancia 
cuando los derechos de los niños entran en tensión con los de otra persona o grupo 
de personas; no es excluyente, ya que los derechos de los niños no son absolutos 
ni priman en todos los casos de colisión de derechos, y es obligatorio para todos, 
en la medida que vincula a todas las autoridades del Estado, a la familia y a la 
sociedad en general.  

Nuestra Honorable Corte Constitucional ha señalado en la sentencia T-259 de 2018, 
que “…la acción estatal debe estar orientada principalmente a que se conserve la 
unidad familiar en el marco de un ambiente que salvaguarde los derechos de los 
menores de edad. Sin embargo, cuando ello no es posible, el defensor de familia 
puede acudir a una medida, si se quiere de última ratio, como la adopción, siempre 
y cuando se respeten todas las garantías procesales y constitucionales de los 
intervinientes”.  

Es de saber, que con la adopción, tanto adoptante como adoptivo adquieren los 
derechos y obligaciones de padre o madre e hijo. En el caso bajo estudio, se verificó 
dentro del plenario que SALVADOR GUTIERREZ PEREZ QEPD cumplió con los 
requisitos reglados por el Código de Infancia y Adolescencia, siempre en busca de 
garantizar el pleno desarrollo y acompañamiento que permitan tener a los niños, 
niñas y adolescentes como prioridad de la sociedad, del Estado y de la familia, 
aportando las herramientas para llevar a cabo tal fin. Los artículos 8° y 9°, se 
enfocan en preponderar la protección de los derechos humanos de los niños, niñas 
y adolescentes por parte de las autoridades administrativas y judiciales, que llegaren 
a conocer de algún conflicto en los que puedan versen afectados, debiendo aplicar 
la norma que le sea más favorable.  

La documentación probatoria demuestran que siempre hubo un empeño por el 
adoptante de formalizar esa paternidad que ya se había constituido por vinculo de 
crianza que ya se había consolidado por el transcurso de cerca de quince (15) años, 
por tanto se busca que SEBASTIAN MEDINA TORRES no pierda esos derechos, 
sino que se le otorguen y pueda gozar de ellos. 
 
Sentencia T-119/16 
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“Mediante sentencia del 22 de julio de 2015, el Juzgado Treinta y Tres 
Administrativo de Oralidad de Bogotá concedió el amparo y ordenó dar carácter 
preferente a los accionantes en el proceso de adopción de la menor de edad. Para 
tal efecto, sostuvo que el vínculo y apego de los demandantes se demostró “con la 
voluntad e intencionalidad de visita, contacto y afecto que tuvieron con la menor 
durante su estancia en el hospital.”[11] 
  
Para fundamentar su decisión, el a quo precisó que en la Sentencia T-129 de 2015, 
la Corte Constitucional señaló que la prohibición contenida en el artículo 66 de la 
Ley 1098 de 2006 puede ser inaplicada en casos donde es necesario mantener los 
lazos afectivos que los menores de edad han creado con los posibles adoptantes. 
  
De esa forma, el juez señaló que los demandantes fueron partícipes directos de la 
satisfactoria evolución de la menor de edad mientras estuvo hospitalizada, y aunque 
el vínculo afectivo no se sostuvo durante un período tan significativo, impedirles que 
adopten a la niña, “raya con la frialdad  y descontextualización del mayor valor 
fundante de la familia como es el amor”[12].” 
Si lo anterior, lo determino solo con unos días de cuidado mientras estuvo 
hospitalizada, como no tener 15 años de vínculo afectivo y emocional que 
sostuvieron mi buen esposo y mi hijo, caso del que nos ocupa en este momento. 
 
Sentencia T-510 de 2003 
 
“El principio del interés superior de los niños, niñas y adolescentes y su 

prevalencia. Criterios jurídicos que lo determinan. Reiteración de 

jurisprudencia 

11. El reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos, 

es relativamente reciente[24]. Sus principios centrales se encuentran en la 

Convención Internacional sobre Derechos del Niño y son (i) la igualdad y no 

discriminación[25];  (ii) el interés superior de las y los niños[26]; (iii) la efectividad y 

prioridad absoluta[27]; y (iv) la participación solidaria[28]. 

En lo que respecta al principio de primacía del interés superior de los niños[29], la 

Convención Internacional sobre Derechos del Niño indica en su artículo 3º, lo 

siguiente: 

“1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 

públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a 

que se atenderá será el interés superior del niño. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el 

cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los 

derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn11
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn12
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn24
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn25
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn26
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn27
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn28
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn29
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él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y 

administrativas adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y 

establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan 

las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en 

materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así 

como en relación con la existencia de una supervisión adecuada” (negrilla 

fuera de texto). 

Estos elementos han sido plasmados en el artículo 44 de la Constitución que 

relaciona algunos de los derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes, los titulares de los deberes frente a este grupo  poblacional y 

establece que los derechos de los niños y niñas prevalecen sobre los de los demás. 

Es decir, de acuerdo con la Convención Internacional sobre Derechos del Niño y la 

Constitución Política de Colombia, las y los niños no sólo son sujetos de derechos, 

sino que sus derechos e intereses prevalecen en nuestro ordenamiento jurídico.  

12. Estos principios han sido desarrollados por las normas legales, en particular por 

el Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006). El artículo 8º de este 

Código señala que “se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, 

el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y 

simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e 

interdependientes”. 

13. Para efectos de analizar cómo opera la satisfacción del interés superior de 

los niños, niñas y adolescentes, la jurisprudencia ha desarrollado varios criterios. 

En efecto, la Sentencia T-510 de 2003[30] clasificó estos criterios en fácticos y 

jurídicos. Los primeros exigen que se analicen íntegramente las circunstancias 

específicas del caso, mientras que los segundos se refieren “a los parámetros 

establecidos por el ordenamiento jurídico para promover el bienestar 

infantil”[31], especialmente por el riesgo que genera la discrecionalidad que se 

requiere para hacer este tipo de valoraciones. Efectivamente, “las autoridades 

administrativas y judiciales encargadas de determinar el contenido del interés 

superior de los niños en casos particulares cuentan con un margen de 

discrecionalidad importante para evaluar, en aplicación de las disposiciones 

jurídicas relevantes y en atención a las circunstancias fácticas de los menores de 

edad implicados, cuál es la solución que mejor satisface dicho interés”[32]. 

Adicionalmente, la misma Sentencia T-510 de 2003, identificó las reglas que podían 

ser aplicadas para establecer en qué consistía el interés superior de los niños, niñas 

y adolescentes. Estas reglas han sido reiteradas y precisadas por la jurisprudencia, 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn30
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn31
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn32
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identificándolas como criterios decisorios generales en casos que involucran sus 

derechos[33] y se expresan en los siguientes deberes a cargo del juez: (i) Garantizar 

el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes; (ii) Asegurar las 

condiciones necesarias para el ejercicio pleno de sus derechos; (iii) Protegerlos de 

riesgos; (iv) Equilibrar sus derechos y los derechos de sus familiares[34], teniendo 

en cuenta que si se altera dicho equilibrio, debe adoptarse la decisión que mejor 

satisfaga los derechos de los niños, niñas y adolescentes; (v) Garantizar un 

ambiente familiar apto para su desarrollo; y (vi) Justificar claramente la intervención 

del Estado en las relaciones familiares; (vii) Evitar cambios desfavorables en las 

condiciones de las o los niños involucrados.[35] 

 

14. En conclusión, si al resolver un caso concreto pueden resultar afectados los 

derechos de un niño, niña o adolescente, al adoptar la decisión se debe apelar al 

principio de primacía de su interés superior. Cuando no sea claro cómo se satisface 

dicho interés, se deben hacer las consideraciones fácticas y jurídicas necesarias 

con base en los criterios jurisprudenciales establecidos, bajo la comprensión del 

margen de discrecionalidad de los funcionarios administrativos que adelantan la 

labor de protección de niños, niñas y adolescentes.” 

 

Sentencia T-663/17 

 

“ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES-
Procedencia por incurrir en defecto fáctico en su dimensión negativa por 
cuanto Juzgado ignoró u omitió la valoración de una prueba determinante para 
la resolución del asunto 

La Juez de Familia debió aplicar el principio del interés superior del niño, en especial 
los criterios fácticos y jurídicos (fundamentos 26 y 30 de esta providencia), con el 
fin de evaluar la medida de declarar en situación de adoptabilidad a menor. Según 
el criterio fáctico, el Juzgado debió ser más cuidadoso en la ponderación de los 
hechos que fueron puestos a su consideración durante el proceso a partir de su 
ejercicio probatorio.” 

Sentencia T-844 de 2011, señala: 

“cuando se trata de agenciar derechos fundamentales de niños, niñas o 

adolescentes es necesario que se flexibilicen las reglas sobre agencia oficiosa, 

ya que se trata de sujetos de especial protección constitucional, respecto de los 

cuales el Estado, la sociedad y la familia tienen la obligación de garantizar la 

prevalencia de sus derechos, en los términos del artículo 44 constitucional. Por 

tal razón, se indicó que la garantía de los derechos de este grupo es 

corresponsabilidad de todos.” 

Sentencia T-204A/18 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn33
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn34
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-119-16.htm#_ftn35


12 
 

 “La procedencia excepcional de la tutela contra providencias judiciales[44]. 
  
Este tribunal ha señalado que los procesos judiciales ordinarios constituyen el 
primer escenario de garantía de los derechos fundamentales y de la vigencia de la 
Constitución Política[45], en virtud de la “omnipresencia” del Texto Superior en 
todas las áreas jurídicas[46]. Justamente, esa supremacía sumada a la obligación 
estatal de asegurar la vigencia de los derechos y deberes[47], la finalidad de la 
acción de tutela[48] y el compromiso internacional de proveer un recurso efectivo 
para la protección de los derechos humanos[49] constituyen el fundamento 
normativo para que se haya aceptado que el juez constitucional debe intervenir 
excepcionalmente cuando advierta la trasgresión de garantías constitucionales en 
las actuaciones judiciales[50]. 
  
En un principio[51], la Corte empleó la teoría de las vías de hecho, según la cual las 
providencias judiciales que carecieran de fundamento objetivo y que fueran el 
producto de una actitud arbitraria y caprichosa podían ser objeto de amparo[52]. A 
partir de la sentencia C-590 de 2005, adoptó una nueva aproximación que permitía 
el control de aquellas actuaciones judiciales ilegítimas que afectaran derechos 
fundamentales, aunque no representaran una burda trasgresión de la Carta. Con 
el fin de respetar los principios de cosa juzgada, independencia y autonomía 
judicial, así como la seguridad jurídica, estableció que le correspondía al juez de 
tutela verificar el cumplimiento de condiciones generales de procedibilidad, que le 
permitirían adentrarse en el estudio del contenido de la providencia, a saber: 
 

i)         si la problemática tiene relevancia constitucional; 

ii)      si han sido agotados todos los recursos o medios –ordinarios o 

extraordinarios- de defensa de los derechos, a menos que se trate de 

impedir un perjuicio irremediable o que los recursos sean ineficaces en las 

circunstancias particulares del peticionario; 

iii)    si se cumple el requisito de la inmediatez (es decir, si se solicita el amparo 

pasado un tiempo razonable desde el hecho que originó la violación); 

iv)     si se trata de irregularidades procesales, que ellas hubieran tenido 

incidencia en la decisión cuestionada, salvo que de suyo afecten 

gravemente los derechos fundamentales; 

v)       si el actor identifica debidamente los hechos que originaron la violación, 

así como los derechos vulnerados y si –de haber sido posible- lo mencionó 

oportunamente en las instancias del proceso ordinario o contencioso; 

vi)     si la providencia impugnada no es una sentencia de tutela.” 

 

Sentencia C-273 de 2003 Corte Constitucional 

“DERECHOS DEL NIÑO-Efectividad de la protección integral 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn44
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn45
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn46
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn47
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn48
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn49
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn50
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn51
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-204A-18.htm#_ftn52
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La protección integral de los derechos del niño se hace efectiva a través del principio 
del interés superior del niño, consagrado en el mismo artículo 44  Superior al 
disponer que “ los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 
demás” , y en el numeral 1° del artículo tercero de la Convención de los Derechos 
del Niño, en virtud del cual “ En todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 
autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial 
a que se atenderá será el interés superior del niño” . 

PRINCIPIO DEL INTERES SUPERIOR DEL MENOR-Significado y alcance 

 INTERES SUPERIOR DEL MENOR-Contenido 

 PRINCIPIO DEL INTERES SUPERIOR DEL MENOR-Función hermenéutica 

 Además de limitar y orientar todas las decisiones según los derechos de los niños, 
el principio del interés superior cumple también una importante función 
hermenéutica en la medida en que permite interpretar sistemáticamente las 
disposiciones de orden internacional, constitucional o legal que reconocen el 
carácter integral de los derechos del niño facilitando del mismo modo resolver 
eventuales incompatibilidades en el ejercicio conjunto de dos o más 
derechos  respecto de un mismo infante, así como llenar vacíos legales en la toma 
de decisiones para las cuales no existe norma expresa.   

 PRINCIPIO DEL INTERES SUPERIOR DEL MENOR-Orientación 

CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO-
Compromisos para los Estados partes 

1) Se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar. 2) Garantizar el reconocimiento del principio de que 
ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el 
desarrollo del niño. 3) Adoptar todas las medidas administrativas como legislativas 
y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención. 
4) Respetar las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o en 
su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad. 5) Reconocer 
que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida y garantizarán en la máxima 
medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 6) Inscribir al niño 
inmediatamente después de su nacimiento y que tendrá derecho, desde que nace, 
a un nombre, a adquirir la nacionalidad 7) Prestar la asistencia apropiada a los 
padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo 
que respecta a la crianza del niño” 

SENTENCIA: T-512-17 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/t-512_1917.htm#Inicio
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 “La Comisaría 17 de Familia de Camelot “rescató” a las niñas Iris y Alegría, para 
ese entonces de 13 y 9 años de edad respectivamente, debido a que reportes 
anónimos informaron a la autoridad que las niñas vivían con Ginebra, una amiga de 
la mamá que no compartía ningún vínculo de consanguinidad con las niñas. La 
madre de las menores se encuentra recluida en un centro de reclusión. 

La madre es sicodependiente la familia en extenso de los menores no pueden cuidar 
de ellas por lo que el Defensor de Familia decide declarar a las menores en situación 
de adoptabilidad, la madre de las menores se opone a la resolución adoptada por 
la Defensoría de Familia razón por la cual, la Resolución debía ser homologada por 
un juez de familia. 

El trámite fue asignado por reparto al Juzgado XX de Familia de Camelot, quien 
después de analizar la situación de la pequeña y los documentos aportados por la 
Defensoría, decidió no homologar la resolución mediante la cual se declaraba su 
situación de adoptabilidad.” … 

“…31. La adopción es una de las medidas más drásticas que el defensor de familia 
puede tomar en favor de los niños y niñas, que tiene fundamento en el 
artículo 53 del Código de la Infancia y la Adolescencia. Esta medida de protección 
debe ser acogida bajo la supervisión estatal y, según los artículos 61 a 63 del 
referido Código, es irrevocable, procede para menores de 18 años y genera 
obligaciones en favor del niño(1). 

Esta medida sólo puede ser tomada por un defensor de familia, quien después de 
llevar a cabo un proceso administrativo de restablecimiento de derechos, constate 
que el niño o niña carece de familia nuclear o extensa o que teniéndola, ésta no 
garantiza la protección y el desarrollo de los derechos del niño. La decisión se 
adopta en el marco de la audiencia de fallo administrativo, y debe estar fundada en 
las pruebas que el Defensor haya recaudado durante el PARD. 

32. Es claro que la acción estatal debe estar orientada principalmente a que se 
conserve la unidad familiar en el marco de un ambiente que salvaguarde los 
derechos de los menores de edad. Sin embargo, cuando ello no es posible el 
Defensor puede acudir a una medida, si se quiere de última ratio, como la adopción, 
siempre y cuando se respeten todas las garantías procesales y constitucionales de 
los intervinientes. 

En efecto, “acorde con lo dispuesto en la ley y la jurisprudencia de esta corporación, 
la procedencia de la adopción como medida de restablecimiento de derechos estará 
sujeta al cumplimiento del debido proceso y al agotamiento de todos los medios 
necesarios para asegurar el cumplimiento de derechos en la familia biológica de los 
niños, niñas o adolescentes, en aras de proteger la unidad familiar y sin que se logre 
obtener un resultado adecuado, en conclusión, la declaración de adoptabilidad será 
la última opción, cuando definitivamente sea el medio idóneo para protegerlos”(2). 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#53
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#61
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#63
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/f_st512_17e.htm#NF1
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/f_st512_17e.htm#NF2
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33. Según el artículo 108 del Código de la Infancia y la Adolescencia, cuando algún 
interesado se oponga a la declaración de adoptabilidad de un niño, una niña o un 
adolescente, el Defensor de Familia deberá remitir el expediente al Juez de Familia 
para su homologación, quien conocerá en única instancia(3). 

Durante este trámite el juez de familia tiene una competencia amplia que “no se 
limita a que se cumplan las reglas procesales sino que también le permite establecer 
si la actuación administrativa atendió el interés superior del niño, la niña o el 
adolescente en proceso de restablecimiento de derechos y, por esta vía, también 
tiene el deber de ordenar las medidas que considere necesarias para el efectivo 
restablecimiento de los derechos del niño”. Así, el juez de familia en el trámite de la 
homologación debe ir más allá de la revisión del debido proceso y de las exigencias 
del trámite administrativo, ya que su obligación es efectuar una evaluación integral 
de los requisitos sustanciales del asunto, para establecer si la medida es oportuna, 
conducente y conveniente para el interés de los niños, niñas o adolescentes. 

Así mismo, el artículo 123 del referido estatuto dispone que la sentencia de 
homologación de la declaratoria de adoptabilidad se dictará de plano; producirá, 
respecto de los padres, la terminación de la patria potestad del niño, la niña o el 
adolescente adoptable y deberá ser inscrita en el libro de varios de la notaría o de 
la Oficina de Registro del Estado Civil. 

Sin embargo, si el juez advierte la omisión de alguno de los requisitos legales, 
ordenará devolver el expediente al Defensor de Familia para que lo subsane. 
Cuando no se homologa la decisión de adoptabilidad y, como se indicó, se devuelve 
el expediente al Defensor de Familia, éste no puede obviar las consideraciones 
hechas por el juez en el marco del proceso de homologación, y por el contrario, su 
actuar debe estar dirigido a atender tales consideraciones. 

En suma, según esta Corporación, el trámite de homologación de la medida de 
adoptabilidad, principalmente evalúa la legalidad de la actuación de la Defensoría 
de Familia, con miras a verificar el respeto tanto de los derechos de los niños, niñas 
o adolescentes, como de las demás partes involucradas (padres y familiares). Así 
mismo, es un trámite dirigido a subsanar los defectos en que se hubiere podido 
incurrir por parte de esa autoridad administrativa(4)” 

Igualmente, es importante resaltar que mi hijo debe ser protegido por el estado, 
garantizando sus derechos fundamentales, lo cual puede lograrse concediendo por 
su despacho el trámite para que sea adoptado por quien en vida hizo como su padre, 
como se ha demostrado en el material probatorio, anexo a la presente Tutela. Asi 
mismo, cabe recordar y tener en cuenta lo preceptuado en la Ley 1098 de 2006, en 
los siguientes artículos: 

“ARTÍCULO 7o. PROTECCIÓN INTEGRAL. Se entiende por protección integral de 
los niños, niñas y adolescentes el reconocimiento como sujetos de derechos, la 
garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#108
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/f_st512_17e.htm#NF3
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#123
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/f_st512_17e.htm#NF4
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y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del principio del 
interés superior. 

La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas 
y acciones que se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, distrital y 
municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros, físicos y 
humanos.” 

ARTÍCULO 8o. INTERÉS SUPERIOR DE LOS NIÑOS, LAS NIÑAS Y LOS 
ADOLESCENTES. Se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el 
imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y 
simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e 
interdependientes. 

“ARTÍCULO 9o. PREVALENCIA DE LOS DERECHOS. En todo acto, decisión o 
medida administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en 
relación con los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de 
estos, en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de 
cualquier otra persona. 

En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o 
disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al interés superior del niño, niña 
o adolescente.” 

 “ARTÍCULO 10. CORRESPONSABILIDAD. Para los efectos de este código, se 
entiende por corresponsabilidad, la concurrencia de actores y acciones 
conducentes a garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes. La familia, la sociedad y el Estado son corresponsables en su 
atención, cuidado y protección. 

La corresponsabilidad y la concurrencia aplican en la relación que se establece 
entre todos los sectores e instituciones del Estado. 

No obstante lo anterior, instituciones públicas o privadas obligadas a la prestación 
de servicios sociales, no podrán invocar el principio de la corresponsabilidad para 
negar la atención que demande la satisfacción de derechos fundamentales de niños, 
niñas y adolescentes.” 

 “ARTÍCULO 11. EXIGIBILIDAD DE LOS DERECHOS. Salvo las normas procesales 
sobre legitimidad en la causa para incoar las acciones judiciales o procedimientos 
administrativos a favor de los menores de edad, cualquier persona puede exigir de 
la autoridad competente el cumplimiento y el restablecimiento de los derechos de 
los niños, las niñas y los adolescentes. 
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El Estado en cabeza de todos y cada uno de sus agentes tiene la responsabilidad 
inexcusable de actuar oportunamente para garantizar la realización, protección y el 
restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

PARÁGRAFO. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como ente 
coordinador del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, mantendrá todas las 
funciones que hoy tiene (Ley 75/68 y Ley 7ª/79) y definirá los lineamientos técnicos 
que las entidades deben cumplir para garantizar los derechos de los niños, las niñas 
y los adolescentes, y para asegurar su restablecimiento. Así mismo coadyuvará a 
los entes nacionales, departamentales, distritales y municipales en la ejecución de 
sus políticas públicas, sin perjuicio de las competencias y funciones constitucionales 
y legales propias de cada una de ellas.” 

En concordancia a lo anterior expuesto y enunciado señor Juez, acudo a usted, para 
que se garantice la protección inmediata de los derechos constitucionales 
flagrantemente quebrantados a mi hijo SEBASTIAN MEDINA TORRES, y de la 
misma forma solicito a su señoría que se ordene garantizar los derechos del menor, 
dándole el apellido a mi hijo, de mi esposo SALVADOR GUTIERREZ PEREZ. 

 
V. COMPETENCIA. 

 
Por la naturaleza del asunto, la vulneración flagrante de mis derechos 
fundamentales, y conforme a lo preceptuado en el decreto 2591 de 1991 es usted 
señor Juez competente para conocer del asunto. 
 

VI. PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD. 
 

Esta acción de Tutela es procedente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 86 
de la Constitución y artículo 6 del Decreto Reglamentario 2591 de 1991, pues 
carezco de otros medios de defensa judicial idóneos para proteger instantánea y 
objetivamente los derechos fundamentales a la vida, la integridad física, la salud y 
la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 
familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión,  de mi hijo SEBASTIAN MEDINA 
TORRES, al cual represento por ser menor de edad. 
 

VII. JURAMENTO. 
 

Para los efectos de que tratan los artículos 37 y 38 del Decreto 2591 de 1.991, 
manifiesto bajo juramento que con anterioridad a esta acción no he promovido 
acción similar por los mismos hechos. 
 

VIII. PRUEBAS Y ANEXOS 
 

Solito señor juez, se tenga en cuenta como pruebas los documentos señalados en 
el desarrollo de la tutela: 
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1. Registro civil de nacimiento de SEBASTIAN TORRES MENDOZA, sin 

reconocimiento de paternidad. 
2. Primera Tarjeta de identidad de SEBASTIAN TORRES MENDOZA, sin 

reconocimiento de paternidad. 
3. Registro civil de matrimonio. 
4. Registro civil de nacimiento del menor SEBASTIAN MEDINA TORRES, la cual 

contiene nota marginal por perdida de patria potestad. 
5. Registro civil de nacimiento del hijo biológico, menor JUAN SALVADOR 

GUTIERREZ TORRES, en dos (02) folios. 
6. Copia de la cédula de ciudadanía de SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ. 
7. Copia de la cédula de ciudadanía de DARQUI LUSAI TORRES MENDOZA. 
8. Copia de la Tarjeta de Identidad de SEBASTIAN MEDINA TORRES. 
9. Resolución ICBF de declaración de adoptabilidad y restablecimiento de derechos  

del menor SEBASTIAN MEDINA TORRES, en veinticinco (25) folios.  
10. Poder otorgado por SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ a la abogada 

MARTHA LILIANA CAICEDO para adelantar proceso de adopción. 
11. Formulario de Adopción diligenciado por SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ, 

en cinco (05) folios. 
12. Concepto favorable y certificaciones emitidas por la Defensora de Familia, en 

tres (03) folios. 
13. Traslado del JUZGADO 01 PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE 

MONTERREY CASANARE para subsanar, solicitando una certificación 
actualizada de idoneidad del padre de crianza. 
 

14. Respuesta dada por el INSTITUTO COLMBIANO DE BIENESTAR DE 
FAMILIAR- REGIONAL CASANARE mediante correo electrónico, en un (01) 
folio. 

15. Fallo del JUZGADO 01 PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE MONTERREY 
CASANARE, negando Adopción. 

16. Declaración Juramentada del Docente LUIS EMILIO PATARROYO, rector 
del Instituto Educativo del Llano, colegio en el cual SEBASTIAN, ha estudiado (9) 
años. 

17. Declaración Juramentada del profesor  GIOVANY QUIROGA, instructor de 
Taekwondo práctica deportiva de SEBASTIAN, desde los últimos 7 años. 

18. Declaración juramentada de JORGE ALBERTO GUTIERREZ PEREZ 
hermano de SALVADOR GUTIERREZ PEREZ. 

19. Declaración juramentada de, ZAHIRA MILENA GUTIERREZ PEREZ, 
hermano de SALVADOR GUTIERREZ PEREZ. 

20. Declaración juramentada de  REINALDO GUTIERREZ PEREZ, hermano de 
SALVADOR GUTIERREZ PEREZ  

21. Registro fotográfico y videos que evidencia el vínculo paterno entre 
SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ y su hijo SEBASTIAN MEDINA TORRES. 

 
 
  

IX. NOTIFICACIONES. 
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ACCIONANTE: al Celular; 3208361755, correo: 
gestionintegralconsultoria@hotmail.com 
 
A JUZGADO 01 PROMISCUO FAMILIA CIRCUITO DE MONTERREY 
CASANARE: Calle 16 N°8 – 66 CESPA Monterey Casanare, correo: 
j01prfmonterrey@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
A INSTITUTO COLMBIANO DE BIENESTAR DE FAMILIAR- REGIONAL 
CASANARE, Diagonal 9 No 8-85, Yopal Casanare - teléfono 6354521. 
 
 
Atentamente, 
 

 
DARQUI LUSAI TORRES MENDOZA 
Identificada con cédula No 23467733 
 
 

 

mailto:gestionintegralconsultoria@hotmail.com
mailto:j01prfmonterrey@cendoj.ramajudicial.gov.co
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ORGANIZACIÓN ELECTORAL
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GUTIÉRREZ PÉREZ SALVADOR.
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CC 9.534.089 COLOMBIA

Dolos del declarante
Apellidos y nombres completo

GUTIÉRREZ PÉREZ SALVADOR

nacReconocimiento paterno Nombre y firm\del funcionario ante quien se hace el reconocimiento

Firma Nombre y firma

ESPACIO PARA NOTAS

BR
TOMABA DEL ORIGn--

-Da/JRCHIVO DE LA REGISTRADURl/V.
J3Ett5iy.DO CíViL DE YOPAL
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REPÚBLICA DE €CA^l-V-V,
IDENTIFICACIÓN PEftáONAL

CÉDULA DE CIUDADANÍA

NUMFBo 9.534.069
GUTIÉRREZ PÉREZ

APELLIDOS

SALVADOR

.•teurnEs ". • .. '

"

FECHA DE NACIMIENTO 27-JUN-1969

SOGAMOSO
(BOYACA)

LUGAR DE NACIMIENTO

1.70 A-f M
ESTATURA G.S. RH SEXO

14-DIC-1967 SOGAMOSO
FECHA ¥ LUGAR DE EXPEDICIÓN
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
IDENTIFICACIÓN PERSONAL

CÉDULA DE CIUDADANÍA

NUMERO 23.4o7.7oo
TORRES MENDOZA

APELLIDOS

DARQUI LUSAI

NOMBRES

ÍNDICE DERECHO

FECHA DE NACIMIENTO 22-NOV-1 978

TAURAMENA
(CASANARE)
LUGAR DE NACIMIENTO

1.56
ESTATURA

O+
G.S. RH SEXO

A -
07-MAR-1997 TAURAMENA
FECHA Y LUGAR DE EXPEDICIÓN

REGISTRADOR NACIONAL
CARLOS ARIEL SÁNCHEZ TORRES

tí*

A-4685000-00248851-F-0023467733-20100806 0023300926A 1 34182397
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Distrito Judicial de Yopal 

Juzgado Promiscuo de Familia  
Monterrey – Casanare. 

 

Monterrey, veintinueve (29) de Julio de dos mil veintiuno (2021) 

 

Clase de Proceso : ADOPCIÓN DE HIJO DE CÓNYUGE   

Demandante : SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ  

Radicado  : 851623184001 – 2021-00077-00 

 

Realizado el estudio preliminar de la demanda, encuentra el despacho que 

no se ajusta al contenido del artículo 124 de la Ley 1098 de 2006, modificado 

por el artículo 10 de la Ley 1878 de 2018, en consecuencia, se dispone para 

subsanarla:  

 

1. Allegar registro civil de nacimiento del adoptante.  

2. Allegar el certificado vigente de antecedentes penales o policivos del 

adoptante. 

3. Allegar certificado del ICBF sobre idoneidad física, mental, social y 

moral del adoptante, expedida con antelación no superior a seis 

meses. Esto teniendo en cuenta que el certificado aportado fue 

expedido el día 9 de junio de 2020, es decir, superior a los 6 meses que 

exige la norma.  

 

Por esta razón, acorde con lo contemplado en el artículo 90 del Código 

General del Proceso, la demanda se inadmitirá para que sea subsanada en 

el término de cinco (5) días, so pena de rechazo, por tanto, el Juzgado,  

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     

RESUELVE:  

 

1. INADMITIR la demanda instaurada a través de apoderada judicial por 

SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ.  

 

2. CONCEDER a la parte demandante un término de cinco (5) días 

contados a partir de la notificación de este auto, para que se subsane 

la demanda, so pena de rechazo. 

 

 
/M.S.K. 

Juzgado Promiscuo de Familia de Monterrey 

 

El anterior auto se notifica mediante estado No. 38. 

 Publicado el día 30 de julio de 2021. 

 

Mauricio Sánchez Caina 

Secretario 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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Firmado Por: 

 

LUIS ALEXANDER RAMOS PARADA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DEL CIRCUITO MONTERREY 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

26cf0c6b97c3316c60b1144127a3e16c1357b4cfa2074c4fe6e866d7abcc8f1a 
Documento generado en 29/07/2021 04:20:58 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



RE: Certificado Idoneidad física, mental, moral y social.

Herli Lucero Rivera Gomez <Herli.Rivera@icbf.gov.co>
Jue 5/08/2021 6:28 PM
Para:  M a r t h a L i l i a n a Caicedo Adán <mlca1811@hotmail.com>

Buenas tardes
 
Me permito informar que no es posible atender su solicitud de realizar actualización del certificado de idoneidad
física, mental, moral y social respecto al solicitante SALVADOR GUTIERREZ PÉREZ identificado con C.C. No.
9.534.089, toda vez que la suscrita tiene conocimiento que el solicitante falleció. En todo caso, si la autoridad
judicial requiere que la suscrita certifique que proceso se adelantó ante el ICBF estaré atenta a informar lo
pertinente en tanto se pudo establecer en vida la manifestación del solicitante ante el ICBF en cuanto a su
voluntad de adoptar a SEBASTIÁN MEDINA TORRES.
 
El ICBF por su parte, atendiendo a que el fallecimiento es una causal  de terminación anticipada del proceso
cerrará la petición que correspondía al trámite de adopción realizada en la vía administrativa.
 
Quedo atenta
 
Cordialmente,
           
 

NOTA DE CONFIDENCIALIDAD: Este mensaje y sus anexos pueden contener informacion reservada del
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF que interesa solamente a su destinatario. Si Usted
no es el destinatario, debe borrarlo totalmente de su sistema, notificar al remitente y abstenerse en todo caso de
divulgarlo, reproducirlo o utilizarlo. Se advierte igualmente que las opciones contenidas en este mensaje o sus
anexos no necesariamente corresponden al criterio institucional del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR
FAMILIAR – ICBF. Si Usted es el destinatario, le solicitamos tener absoluta reserva sobre el contenido, los datos e
información de contacto del remitente o a quienes le enviamos copia y en general la información del mensaje o
sus anexos, a no ser que exista una autorización explícita a su nombre. Sitio web: www.icbf.gov.co
 
CONFIDENTIALITY NOTICE: This message and any attachments may contain confidential information from
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF of interest only to the recipient. If you are not the
recipient, you must completely erase it from your system and notify the sender in any case refrain from disclosing it
reproduce or use. It also warns that the options contained in this message or its attachments do not necessarily
correspond to the institutional approach of INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF. If you
are the recipient, we request you to have absolute secrecy about the content, data and contact information of the
sender or to whom we sent back and general information message or its attachments, unless there is an explicit
authorization to its name. Web site: www.icbf.gov.co
 
De: M a r t h a L i l i a n a Caicedo Adán <mlca1811@hotmail.com> 

Enviado el: miércoles, 04 de agosto de 2021 2:29 p. m.

Para: Herli Lucero Rivera Gomez <Herli.Rivera@icbf.gov.co>

Asunto: Certificado Idoneidad física, mental, moral y social.
 

http://www.icbf.gov.co/
http://www.icbf.gov.co/
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Dra. Lucero buenas tardes
 
Adjunto certificado que requiere el juzgado que no sea superior a 6 meses, agradezco mucho
su ayuda.
 
Quedo atenta hasta el día de mañana tengo plazo de subsanar.
 

Martha Liliana Caicedo Adán  

Abogada - Especialista Derecho Administrativo
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Calle 16 No 8 – 66 CESPA Telefax 6249370 – Cel. 312 528 3798 
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Distrito Judicial de Yopal 

Juzgado Promiscuo de Familia  
Monterrey – Casanare 

 

Monterrey, doce (12) de agosto de dos mil veintiuno (2021) 

Clase de Proceso : ADOPCIÓN DE HIJO DE CÓNYUGE   

Demandante : SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ  

Radicado  : 851623184001 – 2021-00077-00 

 

Mediante auto de 29 de julio de 2021 el Juzgado resolvió inadmitir la 

demanda de ADOPCIÓN DE HIJO DE CÓNYUGE al no cumplir con requisitos 

formales; otorgando a la parte demandante el término legal de 5 días para 

subsanar el defecto señalado, el cual comenzó a correr desde el día 2 al 6 

de agosto de 2021.  

 

Dentro del término legal que tenía la parte demandante para subsanar 

allegó memorial dando cumplimiento a la mayoría de las exigencias, tales 

como el registro civil de nacimiento del adoptante y el certificado de 

antecedentes penales.  

 

No obstante, no se allegó en debida forma el certificado del ICBF sobre 

idoneidad física, mental, social y moral del adoptante, expedida con 

antelación no superior a seis meses. Lo que se allegó fue una respuesta dada 

por parte de la Defensora de Familia HERLI LUCERO RIVERA GÓMEZ en la cual 

se lee “Me permito informar que no es posible atender su solicitud de realizar actualización 

del certificado de idoneidad física, mental, moral y social respecto al solicitante SALVADOR 

GUTIERREZ PÉREZ identificado con C.C. No.9.534.089, toda vez que la suscrita tiene 

conocimiento que el solicitante falleció. En todo caso, si la autoridad judicial requiere que la 

suscrita certifique que proceso se adelantó ante el ICBF estaré atenta a informar lo pertinente 

en tanto se pudo establecer en vida la manifestación del solicitante ante el ICBF en cuanto a 

su voluntad de adoptar a SEBASTIÁN MEDINA TORRES. El ICBF por su parte, 

atendiendo a que el fallecimiento es una causal de terminación anticipada del proceso cerrará 

la petición que correspondía al trámite de adopción realizada en la vía administrativa.” 

 

Es decir, el proceso de adopción carece de certificado de idoneidad física, 

mental, social y moral del adoptante, documento sin el cual no se puede 
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admitir la demanda de adopción, esto al estar establecido como requisito 

formal de la demanda, tal como se lee en el artículo 124 de la Ley 1098 de 

2006, modificado por el artículo 10° de la Ley 1878 de 2018. Aspecto que 

resulta más relevante si se tiene en cuenta el fallecimiento del adoptante 

SALVADOR GUTIÉRREZ PÉREZ el 15 de junio de 2021, suceso que originó el 

archivo del trámite administrativo adelantado ante el ICBF.  

 

Conclusión, al no cumplirse con la totalidad de exigencias del auto de 29 

de julio de 2021, resulta procedente el rechazo de la demanda de 

conformidad con el artículo 90 del CGP.  

 

Punto aparte, como en sus argumentos señala la apoderada judicial que la 

demanda se había enviado con anterioridad, procedió el Despacho a 

verificar el correo electrónico para los días 22 y 23 de febrero de 2021, no 

encontrando correo remitido por parte de la jurista Martha Liliana Caicedo 

Adán y con asunto “Demanda de adopción”, tal como se alcanza a leer en 

historial de correos enviados. Esto con el fin de despejar cualquier duda 

respecto de una posible omisión de parte secretaría respecto del trámite de 

la demanda.  

 

Por lo expuesto el Juzgado,  

 

RESUELVE: 

 

1. Rechazar la demanda de ADOPCIÓN presentada por SALVADOR 

GUTIÉRREZ PÉREZ, por no haberse subsanado en debida forma.  

 

2. En firme esta decisión, archívese el expediente dejando las constancias 

y anotaciones rigor.  

 
/M.S.K. 

Juzgado Promiscuo de Familia de Monterrey 

 

El anterior auto se notifica mediante estado No. 40. 

 Publicado el día 13 de agosto de 2021. 

 

Mauricio Sánchez Caina  

Secretario 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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Video: : https://youtu.be/7wYnYUUUeA4 

          

            

              

https://youtu.be/7wYnYUUUeA4
Darquis
Texto tecleado
Anexo 21: 	Registro fotográfico y videos que evidencia el vinculo paterno entre SALVADOR GUTIÉRREZ 
PÉREZ, y su hijo SEBASTIAN MEDINA TORRES.



        

 

 

 

 



 

 

 



 

        

 



   

     

 


	1. REGISTRO CIVIL SIN RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD.pdf (p.1)
	2. TARGETA DE IDENTIDAD SIN RECONOCIMIENTO PATERNO.pdf (p.2)

